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LEGISLATURA

Ciudad Auténoma de Buenos Aires

"1983-2023. 40 Afios de Democracia”





OBSERVACIONES AL DESPACHO 562/2023
Visto:


El expediente 2828-J-2023 que diera lugar al despacho 0562/2023 …

Considerando:



Que la LIC. DELFINA ROSSI comenzó su carrera como funcionaria pública, en nuestro país, a los 26 años de edad, momento en que fue designada como integrante del directorio del BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA, mediante el Decreto N° 1625/2015, firmado por la entonces Presidente CRISTINA FERNÁNDEZ DE KIRCHNER, el 10/08/2015.



Que la mencionada candidata carecía en aquel entonces de experiencia profesional para ocupar el cargo.  En efecto, la Comunicación “A“ 4490 del BCRA sostiene que los directores de los bancos públicos “deberán observar las condiciones generales de idoneidad y experiencia en la actividad financiera” y la entonces candidata no había tenido empleo alguno, con anterioridad, vinculado al sistema financiero.



Que además, la candidata incumplía con un requisito de carácter legal para acceder al cargo, como la de ser representativa de algún sector del “quehacer económico nacional” . Recién llegada del exterior, la LIC. DELFINA ROSSI no era representativa de ningún sector de la actividad pública o privada de nuestro país.



Que, en definitiva, la candidata inició su actividad en el sistema financiero en razón de su parentesco con el dirigente kirchnerista Agustín Rossi, en uno de los casos de nepotismo más evidentes de la Historia Argentina.



Que este modo de acceder al cargo, fundado en el privilegio y violando el principio de idoneidad que establece el artículo 16 de nuestra Constitución Nacional, ha vulnerado elementales normas del Código de Ética de la Función Pública (Decreto 41/1999) a saber:



ARTICULO 8°-PROBIDAD. El funcionario público debe actuar con rectitud y honradez, procurando satisfacer el interés general y desechando todo provecho o ventaja personal, obtenido por sí o por interpósita persona. También está obligado a exteriorizar una conducta honesta.



ARTICULO 9°-PRUDENCIA. El funcionario público debe actuar con pleno conocimiento de las materias sometidas a su consideración, con la misma diligencia que un buen administrador emplearía para con sus propios bienes. El ejercicio de la función pública debe inspirar confianza en la comunidad. Asimismo, debe evitar acciones que pudieran poner en riesgo la finalidad de la función pública, el patrimonio del Estado o la imagen que debe tener la sociedad respecto de sus servidores.



ARTICULO 12.-IDONEIDAD. La idoneidad, entendida como aptitud técnica, legal y moral, es condición esencial para el acceso y ejercicio de la función pública.



ARTICULO 16.-LEGALIDAD. El funcionario público debe conocer y cumplir la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos que regulan su actividad. Debe observar en todo momento un comportamiento tal que, examinada su conducta, ésta no pueda ser objeto de reproche.



Que, tal vez, el ejercicio del cargo en el Banco de la Nación Argentina, al que la candidata accedió, en las escandalosas circunstancias antes comentadas, le haya proporcionado a la LIC. DELFINA ROSSI elementos que contribuyan hoy a la idoneidad profesional que requiere el cargo al que aspira en el Banco de la Ciudad de Buenos Aires. Sin embargo, la idoneidad no sólo abarca lo profesional.



En efecto, según la Real Academia Española, “idóneo” significa “Adecuado y apropiado para algo”, de modo tal que ciertas aptitudes de carácter moral, también hacen a la adecuación a determinadas funciones. Sucede que, si quien ocupa o pretende ocupar funciones de relevancia en un organismo determinado no exhibe conductas alineadas con las características propias de dicha institución, no solo el funcionario sufre el desprestigio, sino el ente público donde se desempeña o habrá de desempeñarse. Y más aún, las conductas pasadas, reñidas con la ética, no hacen más que dañar la capacidad de liderazgo que requiere la posición a la que aspira la candidata. Sobre todo, a la hora de exigir a sus eventuales inferiores jerárquicos conductas alineadas con la ética pública.



Que en la reunión de comisión, celebrada en el marco de estas actuaciones, el pasado 23 de febrero de 2024, tuve la oportunidad de confrontar a la LIC. DELFINA ROSSI con los argumentos que se transcriben precedentemente, y preguntarle si estaba dispuesta a pedir disculpas por haber accedido al Directorio del Banco de la Nación Argentina en las condiciones antes descriptas. Frente a esta pregunta, la LIC. DELFINA ROSSI consideró que no debía pedir disculpas sobre la base de una interpretación propia de la normativa del Banco Central de la República Argentina, según la cual, el Banco de la Nación Argentina no estaría alcanzado por los requisitos qué sí se han establecido para el resto de la banca.



Lo dicho por la LIC. DELFINA ROSSI, además de ser falso, porque claramente el “requisito de idoneidad y experiencia en la actividad financiera” alcanza a la banca pública y privada, sin excepciones, no es otra cosa que un reconocimiento de que, al momento de ser designada en el Banco de la Nación Argentina, carecía de las aptitudes más elementales para ejercer el cargo.



Además, la candidata omitió toda referencia en relación al otro requisito exigible para ocupar el cargo de Director en el Banco Nación, como es el de representar a “sectores, actividades y regiones que configuran el quehacer económico nacional.”



Y, finalmente, consideró la LIC. DELFINA ROSSI que al tiempo de ser designada, con 26 años, en el Directorio del Banco de la Nación Argentina, su aporte fue “visibilizar el nivel de violencia política institucional que sufrimos muchas mujeres”.



Típica actitud autoritaria, la de escudarse en su condición de mujer y atribuir “violencia” a quienes, en aquel entonces, solo utilizamos vías institucionales (ver anexos I y II), en ejercicio del derecho de peticionar a la autoridad, a fin de que se dejara sin efecto una designación signada por la ineptitud y el nepotismo. Aquella designación no se revirtió, y el autoritarismo, la tergiversación de los hechos y las normas aplicables, y la soberbia, han vuelto 8 (ocho) años después, de la mano de una respuesta de la LIC. DELFINA ROSSI que no admite que la ética pública ha sido vulnerada, ni brinda un gesto de reparación por sus conductas del pasado.



Por todo lo dicho, considero que el pliego de la LIC. DELFINA ROSSI debe ser rechazado.
SANTORO, Darío Yamil.

ANEXO I

DEDUCE MEDIDA CAUTELAR AUTONOMA

SOLICITA HABILITACIÓN DE DÍA Y HORA

YAMIL DARIO SANTORO, D.N.I. 33.498.403, argentino, con domicilio real en la calle Quesada 1860, piso 2, departamento B, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por mi propio derecho, con el patrocinio letrado de …………… y constituyendo domicilio en la ……………, a V.S. me presento y respetuosamente digo:

I.- OBJETO.-

Por la presente vengo a deducir medida cautelar autónoma de no innovar en los términos del artículo 195 y 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación a los efectos de que se disponga la suspensión de la toma de juramento y asunción del cargo como Directora del Banco de la Nación Argentina a la Licenciada en Economía Delfina Rossi, D.N.I. 33.868.892, cuya designación fue efectuada por decreto del Poder Ejecutivo Nacional N°1625/2015, publicado en el Boletín Oficial de fecha 12 de agosto de 2015.

A su vez, a todo evento dejamos planteada la inconstitucionalidad de la ley 26.854 de Medidas Cautelares contra el Estado Nacional e invocamos en nuestro beneficio la doctrina fijada en los precedentes “Tirrelli” sentencia de fecha 3 de junio de 2013 y “Rizzo” del 18 de junio de 2013, entre otros.  

II.- HECHOS.

Con fecha 12 de agosto del corriente la señora Presidente de la Nación procedió a la designación de la licenciada en Economía Delfina Rossi en el cargo de Directora del Banco de la Nación Argentina.

Entendemos que dicho nombramiento viola los artículo 16 y 17 de la Constitución Nacional y la Carta Orgánica del Banco de la Nación Argentina, razones por la cuales consideramos que el acto administrativo se encuentra viciado en su validez y resulta inconstitucional.

 En una demanda posterior a la presente medida cautelar autónoma se procederá, en el plazo de ley, a fundar la nulidad de dicha designación, siendo la presente medida la herramienta procesal idónea y necesaria para evitar que el eventual éxito de dicha impugnación se torne en una sentencia de cumplimiento imposible al haber tomado la Licenciada Rossi posesión del cargo por el termino de 4 años.

Como ha decidido la Corte Suprema de justicia de la Nación en Fallos: 326:4409 y 330:3126 “la finalidad de la medida cautelar consiste en asegurar la eficacia práctica de la sentencia que debe recaer en un proceso” para asegurar “que cuando recaiga sentencia ésta no será de cumplimiento imposible. Cabe, en el estrecho marco de conocimiento que ofrece una medida cautelar, preservar adecuadamente la garantía constitucional que se dice vulnerada, enderezando la cuestión con el propósito de evitar situaciones de muy dificultosa o imposible reparación ulterior”.  

III.- REQUISITOS DE ADMISIBILIDAD.

A.- Verosimilitud del derecho.

La Licenciada Rossi cuenta con un dilatado curriculum académico que es de público conocimiento atento a la repercusión pública que ha tomado su designación. Aun cuando el valor e importancia de dichos antecedentes académicos no se discute en la presente medida cautelar, no resulta baladí advertir a V.S. que ninguno de dichos títulos -licenciatura, maestria y posgrados- proceden de una universidad nacional pública o privada. La Licenciada Rossi ha sido una privilegiada ya que ha tenido la poco común oportunidad de desarrollar la totalidad su carrera universitaria en el exterior, ella pertenece al selecto grupo de los que no han padecido los avatares que han debido sobrellevar los universitarios argentinos.

Por otro lado, también se debe puntualizar que la Licenciada Rossi carece de toda experiencia laboral en el país, lo que implica para el cargo con que ha sido premiada, un desconocimiento absoluto de los usos y costumbres de la banca local, de las normas legales a las que se encuentra sometida la operatoria bancaria nacional y la experiencia que ha adquirido en el exterior, si bien es cierto que puede ser muy valiosa a nivel parlamentario donde se desempeñó, no es menos cierto que nada le aporta para el ejercicio del cargo en que ha sido designada.

Tales circunstancias permiten afirmar que para el cargo en cuestión la designada carece de la idoneidad necesaria que exige el artículo 16 de la Constitución Nacional. De tal suerte, si existe un vicio en la idoneidad tal vicio afecta los requisitos esenciales del acto administrativo por el cual se la designó.

No es ocioso transcribir el texto de dicha norma constitucional si se tiene en cuenta que es la hija del Ministro de Defensa de la Nación y uno de los principales operadores políticos de la administración kirchnerista, parentesco que parece ser la principal razón de dicho nombramiento pese a que el citado artículo 16 de la Constitución Nacional establece claramente que “La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: no hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad…”
.

La falta de idoneidad se suma a la violación de los recaudos que deben regir a los nombramientos de los directores del Banco de la Nación Argentina, esto es, representatividad y equilibrio en su composición.

La falta de cumplimiento de los requisitos exigidos por el artículo 12 de la Carta Orgánica del Banco Nación –ley 21.799- que, en lo que aquí interesa, establece que: “Los Directores serán designados por el Poder Ejecutivo Nacional y deberán representar equilibradamente los distintos sectores, actividades y regiones que configuran el quehacer económico nacional”, configuran un obstáculo insalvable para que la Licenciada Rossi acceda al cargo.

En el caso, la Licenciada Rossi no representa a ningún sector productivo, a ninguna actividad específica, ni a ninguna región del quehacer económico nacional. No se trata de una economista dedicada a la industria del aceite o a la producción agropecuaria, ni a los intereses gremiales de los trabajadores argentinos ni a la región patagónica o a la Mesopotamia, en todo caso su reciente regreso al país nos podría llevar a pensar que representa a sectores académicos europeos o sectores externos interesados en las finanzas nacionales.

Como puede advertir V.S. la designación de la Licenciada Rossi no sólo está viciada en los aspectos subjetivos, por la falta de idoneidad para ese cargo, sino también en los objetivos, por la falta de cumplimiento con los recaudos mínimos que fija el artículo 12 de la Carta Orgánica citada.

En rigor, las objeciones sobre la idoneidad de la Licenciada Rossi para el cargo en que ha sido nombrada no distan de los mismos vicios con que se impugnó la candidatura del jurista Roberto Manuel Carles como ministro de la Corte suprema de Justicia de la Nación. En aquel caso nadie ponía en tela de juicio los antecedentes académicos del jurista, sino que se objetaba su inexperiencia laboral y profesional como un vicio en la idoneidad para desempeñar la magistratura.

Por último, no podemos dejar de ponderar que no resulta conteste con la prudencia y la transparencia que debe regir el sistema republicano de gobierno adoptado por nuestra Constitución Nacional el que en medio de un proceso electoral de tipo presidencial, se designe de manera intempestiva a una Directora por un lapso de 4 años. 

B.- Vicios del Acto Impugnado.

La ley de procedimientos administrativos 19.549 establece en su artículo 7° los requisitos esenciales de validez de los actos administrativos, entre los que exige: Causa, Procedimiento, Motivación y Finalidad. Elementos que se encuentran ausentes en el presenta decreto 1625/2015 y que permiten su impugnación judicial.

CAUSA: En relación a la causa el acto administrativo debe sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirvan de sustento, en este caso se ha designado a una persona sin experiencia bancaria en un cargo de directorio entre cuyas tareas se encuentran, según el art. 15 de la Carta Orgánica del Banco Nación: “a) Establecer las normas para la gestión económica y financiera del Banco, decidir sobre las operaciones con la clientela y resolver los casos no previstos en dichas normas. e) Establecer la organización funcional del Banco y dictar los reglamentos internos, así como también las normas administrativas y contables; g) Dictar los estatutos, normas y condiciones de funcionamiento y operatividad de las filiales en el exterior, y el régimen de remuneraciones del personal argentino o extranjero que actúe en ellas, debiendo tener en cuenta, en lo pertinente, la legislación, modalidades bancarias y los usos y costumbres de cada país”.

Resulta a todas luces improbable que una persona sin experiencia de gestión de ningún tipo, público o privada, posea los conocimientos, competencias y herramientas necesarias para poder llevar adelante eficientemente dichas tareas.

Concurrente con el punto anterior, el artículo 12 de la ley 21.799 (la carta orgánica del Banco Nación) tiene previsto que “Los Directores serán designados por el Poder Ejecutivo Nacional y deberán representar equilibradamente los distintos sectores, actividades y regiones que configuran el quehacer económico nacional.”. Este requisito de representación no parece estar probado en el caso dado que cuesta interpretar cómo una estudiante que se encontraba estudiando en el exterior, sin pertenecer a ninguna gremial de trabajadores, empresarial o a ninguna actividad económica doméstica puede representar a un “sector, actividad o región del quehacer económico nacional”. Tampoco se evidencia cómo por este medio se tienda a la representación equilibrada que demanda la ley por lo que se ahonda en la arbitrariedad. Asimismo, más allá de la ineficacia de la representación de la designada debe probarse que hubo un análisis apropiado de tal cuestión, mediante un dictamen o análisis de antecedentes que permitan acreditar tal requisito de Procedimiento.

Tanto los requisitos de Causa y de Procedimiento, ambos ausentes en el acto impugnado, sirven para cumplir con otro requisito que exige la ley: la Motivación. Exigiendo la ley que deban expresarse “en forma concreta las razones que inducen a emitir el acto”. Sin los recaudos previamente cuestionados urge saber en base a qué se tomó la decisión de designar a alguien sin experiencia en un cargo de tanta responsabilidad.

Por su parte la Finalidad perseguida por el acto no puede ser distinta a la consignada por la ley que da origen a la competencia del Poder Ejecutivo para designar Directores. Es así que demanda la LPA: “habrá de cumplirse con la finalidad que resulte de las normas que otorgan las facultades pertinentes del órgano emisor, sin poder perseguir encubiertamente otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifican el acto, su causa y objeto. Las medidas que el acto involucre deben ser proporcionalmente adecuadas a aquella finalidad.”. Visto que la designación resulta ineficaz para perseguir los fines técnicos del cargo en cuestión resulta a todos luces que la arbitrariedad busca beneficiar a la hija de un Ministro de la actual Administración Pública, Agustín Rossi, resultando así un fin extraño, ajeno e ilegal al que la ley tiene por objeto al reconocer la Competencia del Presidente de la Nación.

Ante todo lo expuesto el acto administrativo se desvía de su finalidad reglada constituyendo una desviación de poder, un acto de mala fe y en virtud de los recaudos de representación que exige la Carta Orgánica del Banco Nación una afrenta a la equidad.

Nulidad. Cabe precisar que los vicios que exhibe el referido acto administrativo lo tornan nulo. Al tratarse de un acto nulo, a pesar de haber constituido derechos subjetivos en favor de la designada, puede ser revocado por esta Administración por motivo de ilegitimidad.

Si bien el Poder Ejecutivo Nacional cuenta con discrecionalidad para elegir a las personas que considere adecuadas, no debe confundirse la discrecionalidad con la arbitrariedad que constituye una violación del Orden Público. Señala el Dr. Diez en sentido similar que “La discrecionalidad no existe en el aspecto técnico, que es preciso, sino en el administrativo ya que el agente tiene cierta libertad de apreciación. Como es natural, los vicios sobre la operación técnica influyen en la legitimidad del acto administrativo.”

El Dr. Gordillo señala que el control de Legitimidad abarca a: “a) El ejercicio de las facultades regladas, b) los límites concretos del orden jurídico aplicables a la actividad administrativa, c) el contralor de la razonabilidad, d) el contralor de la desviación de poder, e) el contralor de la buena fe, f) el contralor de la equidad, g) el contralor de la apreciación técnica”. Todos extremos que han sido violados mediante la designación que mediante la presente se impugna y que admiten la revisión judicial del acto. 

C.- Peligro en la demora

La urgencia que funda la procedencia de esta medida cautelar ésta dada por la necesidad de evitar que una designación viciada en sus aspectos subjetivos y objetivos se perfeccione mediante la jura y toma de posesión del cargo de Directora del Banco de la Nación Argentina por parte de la Licenciada Rossi.

El objeto de la presente es asegurar la eficacia de la sentencia que se dicte en la demanda de impugnación del decreto 1625/2015.

Si dicha impugnación resulta exitosa, como sabemos que lo será por las razones de hecho y de derecho que se desarrollaron someramente al fundar el requisito de verosimilitud, la admisibilidad de esta cautelar habrá cumplido con su objeto de asegurar el cumplimiento y eficacia de dicha sentencia.

Si por el contrario, la presente cautelar fuera desestimada y progresara la demanda de fondo, la sentencia que declarara la nulidad del decreto 1625/2015 se encontraría con que la Licenciada Rossi se encuentra en ejercicio del cargo de Directora del Banco de la Nación Argentina por el término de 4 años, que ha tomado decisiones y fundamentalmente se pondría en un estado de crisis y de inseguridad jurídica al sistema bancario argentino, todo ello por haberse violado el artículo 16 de la Constitución Nacional, la carta Orgánica del Banco de la Nación Argentina y la Ley de Procedimientos Administrativos.

El escenario descripto demuestra acabadamente el peligro que implica la demora en procedencia de la presente cautelar.

D.- Caución juratoria.

Por carecer la presente medida cautelar de contenido patrimonial solicitamos a V.S. que la contracautela sea satisfecha mediante una caución juratoria.

IV.- PLANTEOS DE INCONSTITUCIONALIDAD.

LEY 26.854.

Entendemos que la totalidad del Régimen de Medidas Cautelares contra el Estado Nacional, promulgado bajo el número 26.854, es por su propia naturaleza restrictiva y regresiva de derechos inconstitucional. Además de resultar repugnante al derecho de defensa en juicio garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional, se alza contra los principios de Progresividad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales previsto por el Capitulo III del Pacto de San José de Costa Rica y de Tutela Judicial Efectiva que emana del derecho fundamental de toda persona de acceder a tribunales independientes en procura de Justicia según ha sido proclamado en el art. 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948  y del art. 8.18 del Pacto de la San José citado, en donde se reconocen los siguientes derechos: 

a) a ser oído con las debidas garantías; 

b) a que el proceso se desarrolle dentro de un plazo razonable; y 

c) a ser juzgado por un juez o tribunal competente; independiente; e imparcial, establecido con anterioridad por la ley. 

A su vez, en el art. 25.1 se dispone: “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúan en ejercicio de sus funciones oficiales” ( El derecho a la tutela judicial efectiva y el acceso a la jurisdicción Contencioso Administrativa, Perrino, Pablo Esteban, Revista de Derecho Público, Rubinzal-Culzoni, año 2003-I, Proceso administrativo I, ps. 257/294).

Ello es así, porque hasta la sanción del presente estatuto resultaba aplicable a los juicios contencioso administrativos y a las demandas contra el Estado Nacional, en general, el régimen de medidas cautelares previsto por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que daba una correcta y amplia protección a los derechos hasta el momento del dictado de la sentencia. La presente ley ha venido a restringir aquel derecho adjetivo que garantizaba una protección amplia de los derechos sustantivos, restringiendo indebidamente, con arbitrariedad y de manera discriminatoria la protección de los derechos constitucionales básicos que no son otros que los derechos humanos enunciados en los dos primeros capítulos de nuestra Constitución Nacional.

Con especial referencia a la aplicación de la Tutela Judicial Efectiva en el ámbito de los pleitos en que el Estado nacional es parte, PERRINO señala que el contenido del derecho a la tutela judicial efectiva “es muy amplio, ya que despliega sus efectos en tres momentos distintos: primero, al acceder a la justicia; segundo, durante el desarrollo del proceso; y finalmente, al tiempo de ejecutarse la sentencia”.

A continuación fundaremos las inconstitucionales que en particular encierra el régimen de la ley 26.854 y luego demostraremos la existencia de los requisitos necesarios para la concesión de una medida cautelar de no innovar en los términos del artículo 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación o de la protección que su señoría entienda corresponde decretar, hasta tanto finalice este amparo y se restablezca el imperio de la Constitución Nacional.

V.- Expresión y reserva de la cuestión federal.

Para el hipotético caso de que la presente cautelar fuera rechazada hacemos reserva de, agotadas las vías de apelación ordinarias, hacer uso del recurso extraordinario federal reglado por el artículo 14 de la ley 48.

Entendemos que es notoria la naturaleza federal de las cuestiones aquí debatidas, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la validez de una designación efectuada por el Presidente de la Nación y la medida cautelar que se deduce está dirigida a preservar la eficacia de la sentencia se dicte en tal sentido. 

 

VI.- Petitorio.

1°) Se me tenga por presentado, parte y constituido el domicilio legal y electrónico.

2°) Se tengan por deducidos los planteos de inconstitucionalidad de la ley 26.854.

3°) Se declare admisible la presente medida cautelar y se decrete la prohibición de innovar hasta tanto se resuelva la impugnación del decreto 1625/2015. A tal efecto se prohíba tomar juramento y posesión del cargo de Directora del Banco de la Nación Argentina a la Licenciada María Delfina Rossi, DNI 33.868.892.

4°) Se tenga por expresada y hecha la reserva de la cuestión federal del artículo 14 de la ley 48.

PROVEER DE CONFORMIDAD

QUE SERA JUSTICIA

ANEXO II

12 de agosto de 2015, Ciudad de Buenos Aires

 

Recurso por Revocación de Acto Administrativo. Designación arbitraria.

Acceso a la información pública.

Sra. Presidenta de la Nación,

Por medio del presente, Yamil Santoro, DNI 33.498.403, de profesión abogado y docente, con domicilio en Paraná 261 3°, CABA, me presento a fin de solicitar que se revoque el Decreto N° 1625/2015 publicado en el Boletín el día 12/08/2015 y se deje sin efecto la designación de María Delfina Rossi, D.N.I. N° 33.868.892, como Directora del Banco de la Nación Argentina por resultar esta arbitraria, abusiva e ilegal.

En concreto motivan la impugnación la ausencia de idoneidad de la persona designada que demanda el artículo 16 de la Constitución Nacional y la falta de observancia del recaudo de representación plural que demanda el artículo 12 de la Carta Orgánica del Banco Nación: “deberán representar equilibradamente los distintos sectores, actividades y regiones que configuran el quehacer económico nacional”.

En torno a la falta de idoneidad la inexperiencia laboral de esta persona y la falta de vinculación con el rubro bancario la vuelven inidónea para ocupar un cargo de responsabilidad jerárquica en el directorio del Banco Nación. Ni de su CV profesional publicado ni de los antecedentes académicos que denuncia se deriva que pudiese tener los conocimientos de management y de aspectos bancarios necesarios para desempeñar eficiente y responsablemente el cargo en cuestión.
 

En cuanto al requisito planteado por la Carta Orgánica del Banco Nación en su artículo 12 se encuentran ausentes tanto la representatividad como la representación plural. La primera le es imputable a la actora por no ser representativa  de ningún actor del quehacer económico nacional. Tampoco con su designación se contribuye ni se respeta la representación equitativa y plural que demanda la ley. Su situación sólo la vuelve una representante del nepotismo y la discrecionalidad. No posee vinculación alguna con asociaciones gremiales de trabajadores o empresarias, no forma parte de la actividad económica argentina de forma alguna y hasta su reciente regreso al país se encontraba estudiando hace años en el exterior. Carece de representatividad local y eso la vuelve incapaz para ocupar el cargo en cuestión. Carece de uno de los requisitos esenciales demandado por la Carta Orgánica del Banco Nación.

Sumada a su ineficacia representativa el resto del directorio se encuentra integrado por varias personas que gozan de cercanía con el Frente para la Victoria o con la Presidenta de la Nación. Juan Forlón, actual Presidente, fue compañero de colegio de Máximo Kirchner y asesor de Cristina Fernández de Kirchner en el Senado de la Nación y es abogado de profesión. El Vicepresidente actual del banco es Enrique Osvaldo Arceo, que dio clases junto a Kicillof en FLACSO, un hombre principalmente vinculado a la academia. Pero lo llamativo acá es que los otros directores designados pertenecen a un mismo espacio político y acredita escasa representatividad, son actualmente directores: María Cristina Regazzoli, exdiputada del PJ, fue ministra en La Pampa durante el kirchnerismo y no posee experiencia en el sistema financiero. Cecilia Fernández Bugna que es militante de La Cámpora, perteneciente a una asociación cercana a Wado de Pedro de la cual también es miembro Forlón. Y también se destaca Ángel José de Dios, contador santacruceño y consuegro del ministro Julio de Vido. Patricia Fadel por su parte es una dirigente política mendocina perteneciente al círculo del operador kirchnerista recientemente fallecido Juan Carlos “Chueco” Mazzón. Es decir, los otros cuatro directores ya designados pertenecen al mismo espacio político y no tienen en general vinculación significativa con los distintos actores de la economía nacional por lo que la nueva designación aportaría en ahondar en el problema de escasa aptitud técnica y escasa representación diversa y equitativa.

Profundizaré a continuación aspectos técnico-jurídicos sobre los cuales se sustenta el pedido de revocación del acto:

Vicios del Acto Impugnado. La ley de procedimientos administrativos (Ley Nacional N°19.549) establece en su artículo 7mo los requisitos esenciales de validez de un acto administrativo, aún de los presidenciales, entre los que exige Causa, Procedimiento, Motivación y Finalidad. Elementos que se encuentran ausentes en el presenta acto y que dan margen para su impugnación y deber de revocación.

En relación a la causa el acto administrativo debe sustentarse en los hechos y antecedentes que le sirvan de sustento, en este caso se ha designado a una persona sin experiencia bancaria en un cargo de directorio entre cuyas tareas se encuentran, según el art. 15 de la Carta Orgánica del Banco Nación: “a) Establecer las normas para la gestión económica y financiera del Banco, decidir sobre las operaciones con la clientela y resolver los casos no previstos en dichas normas. e) Establecer la organización funcional del Banco y dictar los reglamentos internos, así como también las normas administrativas y contables; g) Dictar los estatutos, normas y condiciones de funcionamiento y operatividad de las filiales en el exterior, y el régimen de remuneraciones del personal argentino o extranjero que actúe en ellas, debiendo tener en cuenta, en lo pertinente, la legislación, modalidades bancarias y los usos y costumbres de cada país”. Resulta a todas luces improbable que una persona sin experiencia de gestión de ningún tipo público o privada posea los conocimientos, competencias y herramientas para poder llevar adelante eficientemente dichas tareas.

Concurrente con el punto anterior, el artículo 12 de la ley 21.799 (la carta orgánica del Banco Nación) tiene previsto que “Los Directores serán designados por el Poder Ejecutivo Nacional y deberán representar equilibradamente los distintos sectores, actividades y regiones que configuran el quehacer económico nacional.”. Este requisito de representación no parece estar probado en el caso dado que cuesta interpretar cómo una estudiante que se encontraba estudiando en el exterior, sin pertenecer a ninguna gremial de trabajadores, empresarial o a ninguna actividad económica doméstica puede representar a un “sector, actividad o región del quehacer económico nacional”. Tampoco se evidencia cómo por este medio se tienda a la representación equilibrada que demanda la ley por lo que se ahonda en la arbitrariedad. Asimismo, más allá de la ineficacia de la representación de la designada debe probarse que hubo un análisis apropiado de tal cuestión, mediante un dictamen o análisis de antecedentes que permitan acreditar tal requisito de Procedimiento.
Tanto los requisitos de Causa y de Procedimiento sirven, ambos ausentes en el acto impugnado, sirven para cumplir con otro requisito que exige la ley: la Motivación. Exigiendo la ley que deban expresarse “en forma concreta las razones que inducen a emitir el acto”. Sin los recaudos previamente cuestionados urge saber en base a qué se tomó la decisión de designar a alguien sin experiencia en un cargo de tanta responsabilidad.

Por otra parte debe recordarse que la Para la Ley de Sociedades 19.550 en su artículo 59: “Los administradores y los representantes de la sociedad deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Los que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión”. De dicho artículo se desprende que la persona que ocupe un cargo gerencial o de administración deba poseer patrimonio suficiente para afrontar los daños que pudieran emerger de su gestión situación difícil de garantizar a los 26 años sin experiencia laboral previa contribuyendo de esta manera a la desprotección de quienes contraten con el Banco. Pero toma más valor aún que difícilmente pueda actuar con la debida diligencia exigida por la ley al director de una empresa quien nunca haya formado parte de empresa alguna. Cuesta pensar que corresponda al Gobierno Nacional hacer asumir a los contribuyentes y clientes del banco un riesgo de este tipo pagando cifras muy superiores a las que la persona en cuestión, o cualquier persona con su experiencia y formación, podría obtener por su trabajo en el mercado laboral.

Por su parte la Finalidad perseguida por el acto no puede ser distinta a la consignada por la ley que da origen a la competencia del Poder Ejecutivo para designar Directores. Es así que demanda la LPA: “habrá de cumplirse con la finalidad que resulte de las normas que otorgan las facultades pertinentes del órgano emisor, sin poder perseguir encubiertamente otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifican el acto, su causa y objeto. Las medidas que el acto involucre deben ser proporcionalmente adecuadas a aquella finalidad.”. Visto que la designación resulta ineficaz para perseguir los fines técnicos del cargo en cuestión resulta a todos luces que la arbitrariedad busca beneficiar a la hija de un Ministro de la actual Administración Pública, Agustín Rossi, resultando así un fin extraño, ajeno e ilegal al que la ley tiene por objeto al reconocer la Competencia del Presidente de la Nación.

Ante todo lo expuesto el acto administrativo se desvía de su finalidad reglada constituyendo una desviación de poder, un acto de mala fe y en virtud de los recaudos de representación que exige la Carta Orgánica del Banco Nación una afrenta a la equidad.
Nulidad. Cabe precisar que los vicios que exhibe el referido acto administrativo lo tornan nulo. Al tratarse de un acto nulo, a pesar de haber constituido derechos subjetivos en favor de la designada, puede ser revocado por esta Administración por motivo de ilegitimidad.

Si bien el Poder Ejecutivo Nacional cuenta con discrecionalidad para elegir a las personas que considere adecuadas. No debe confundirse la discrecionalidad con la arbitrariedad que constituye una violación del Orden Público. Señala el Dr. Diez en sentido similar que “La discrecionalidad no existe en el aspecto técnico, que es preciso, sino en el administrativo ya que el agente tiene cierta libertad de apreciación. Como es natural, los vicios sobre la operación técnica influyen en la legitimidad del acto administrativo.”

El Dr. Gordillo señala que el control de Legitimidad abarca a: “a) El ejercicio de las facultades regladas, b) los límites concretos del orden jurídico aplicables a la actividad administrativa, c) el contralor de la razonabilidad, d) el contralor de la desviación de poder, e) el contralor de la buena fe, f) el contralor de la equidad, g) el contralor de la apreciación técnica”. Todos extremos que han sido violados mediante la designación que mediante la presente se impugna y que admiten la revisión judicial del acto.

Legitimación. La Legitimación para pedir la revocación se funda en el artículo 14 de la Constitución Nacional. Sin perjuicio de lo anterior, para solicitar la revocación de un acto administrativo basta exhibir un interés legítimo que en el caso en particular se encuentra representado no sólo en la representatividad política de los firmantes, sino también por pertenecer al colectivo de contribuyentes y miembros del “quehacer económico nacional.” cuya representación se encuentra menoscabada por la designación impugnada. Por si fuera poco, la ilegitimidad del acto existe protección tanto para los poseedores de un derecho subjetivo, de un interés legítimo (tanto simple como especial) y de los poseedores de un interés simple.

En torno al pedido de publicidad de los fundamentos del acto debe tenerse presente que en virtud de los precedentes exhibidos por la Corte Interamericana, la Corte Suprema de Justicia y por los principios contemplados en el decreto 1172/03 la legitimación es amplísima. Tiene dicho la Corte ”A saber la Corte Interamericana fortalece como estándar internacional la idea de que este derecho corresponde a toda persona; es decir que la legitimación activa es amplia y se la otorga a la persona como titular del derecho, salvo los casos de restricción. El fundamento central del acceso a la información en poder del Estado consiste en el derecho que tiene toda persona de conocer la manera en que sus gobernantes y funcionarios públicos se desempeñan (conf. Fallos: 335:2393, considerando 10, y en sentido concorde al pronunciamiento del Tribunal del 26 de marzo de 2014 en la causa C.830.XLVI. “CIPPEC c/ EN MO de Desarrollo Social dto. 1172/03 s/ amparo ley 16.986).” (Oehler Carlos A. c/ Secretaria de turismo y Cultura de la Provincia de Jujuy – Estado Provincial s/ recurso de inconstitucionalidad)

Por todo lo anterior considero que se trata de un error del Gobierno Nacional que debe ser subsanado a fin de retornar a la legalidad. El Gobierno no puede ser propiedad de ningún partido político y la responsabilidad que se le confía a la designada impacta en la vida y en las finanzas de millones de argentinos. La Constitución Nacional establece en su artículo 16 que el requisito para el empleo es la idoneidad cuestión que no se encuentra verificada y que, como hemos expuesto, tampoco se verifica la Igualdad ante la ley en la representación que exigen tanto la Constitución Nacional como la Carta Orgánica del Banco Nación.

Por todo lo anterior, el aquí firmante solicita:

1. Que se deje tenga por presentado el recurso de revocación para que se deje sin efecto la designación de María Delfina Rossi por resultar arbitraria e ilegal.

2. Que se tenga por presentado el pedido de acceso a la información pública a fin de que se exhiban los dictámenes técnicos, evaluaciones o demostraciones de competencia que hayan acreditado y justificado que la decisión impugnada cumplía con los requisitos técnicos y legales que demandan tanto la Carta Orgánica del organismo como la Constitución Nacional.

SANTORO, Darío Yamil.
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